






15. El Sr. RODRÍGUEZ CEDEÑO dice que la labor de
la Comisión sobre la responsabilidad de los Estados, des-
arrollada sobre la base de los informes del Relator
Especial y sus predecesores, va más allá de la codifica-
ción, lo que la acerca al necesario enfoque de desarrollo
progresivo que debe darse a los trabajos de la Comisión
cuando sea conveniente y particularmente cuando ello
sea posible. El enfoque del desarrollo progresivo, sin
entrar a considerar su definición, debe abarcar la conside-
ración del comportamiento general de los Estados, no
sólo de los que están a favor de tal desarrollo, sino de las
oposiciones a determinados avances, que muchas veces
están representados por mayorías cuantitativas importan-
tes que no se deben ignorar.

16. El Relator Especial ha sugerido un consenso alrede-
dor de temas controvertidos, lo que sin duda es conve-
niente para avanzar en los trabajos. Pero ese consenso
debe estar construido sobre la base de todas las conside-
raciones expresadas. Debe reconocerse claramente que el
consenso que se pueda lograr, si bien puede reflejar cier-
ta unidad de criterios, no garantiza su aceptación por los
Estados. Lo que obliga a la Comisión a ser prudente en
sus conclusiones.

17. En el nuevo proyecto se suprime el término «cri-
men», lo que no puede significar, de ninguna manera, el
desconocimiento del concepto de crimen internacional
que guarda estrecha relación con determinada categoría
de obligaciones internacionales y en relación con las cua-
les debe establecerse un régimen particular.

18. Tal como lo señala el Relator Especial hay que bus-
car un consenso en relación con el artículo 19 anterior.
No se trata de imponerlo, tampoco de suprimirlo, sino de
buscar una fórmula aceptable que reconozca la existencia
de las obligaciones fundamentales y la importancia de su
violación, particularmente en los casos más graves, que
por ello mismo deben conllevar consecuencias especiales
o particulares. Las obligaciones que tiene en mente, que
deberían definirse en la segunda parte del proyecto y que
deberían tener en cuenta naturalmente el sentido del artí-
culo 19, son las obligaciones cuyo respeto es del interés
de todos. Cualquier Estado debe poder exigir su respeto
y, al menos, solicitar el cese de la violación. Lo que no
quiere decir, por otra parte, que ese interés sea ilimitado
porque ese interés difiere del de un Estado lesionado
cuando se infringe una norma particular y se le causa un
perjuicio.

19. El nuevo artículo 51 es, en lo esencial, una revisión
de los artículos 51 a 53. El párrafo 1, que delimita el
ámbito de aplicación, como destacó el Sr. Pambou-
Tchivounda, debería ser objeto de una disposición sepa-
rada porque, ciertamente, este texto no coincide con el
título del proyecto de artículo. El párrafo 2, que recoge la
indemnización punitiva, complementa el texto anterior
que puede ser aceptable, a pesar de las consideraciones
que hace el Relator Especial al final del párrafo 380 de su
informe, al menos cuando se trata de infracciones graves
de esas obligaciones. Debería hacerse una precisión del
concepto de indemnización punitiva, ya que el orador no
está seguro de que el término tenga la misma acepción en
los distintos sistemas jurídicos. En el párrafo 3 se estable-
cen obligaciones concretas como consecuencia suple-
mentaria de infracciones graves de obligaciones que
interesan a la comunidad internacional en su conjunto:

dos negativas y una positiva. El párrafo 3 representa una
mejora respecto a la redacción precedente. El nuevo texto
del apartado c, en particular, resume apropiadamente los
apartados c y d del texto aprobado en primera lectura.
Este párrafo refleja en cierta medida la necesaria solida-
ridad internacional que se requiere para enfrentar los crí-
menes internacionales o, para no utilizar el término, las
infracciones graves de obligaciones fundamentales. La
obligación de cooperar prevista en el apartado c del
párrafo 3 en aplicación de las medidas no introduce un
nuevo concepto: la misma obligación se incluyó en el
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional en rela-
ción con la responsabilidad penal individual, pero es otro
aspecto que debe considerarse siempre y en forma sepa-
rada cuando se trata de infracción de obligaciones funda-
mentales. El nuevo párrafo 4 contiene una cláusula que
permite consecuencias jurídicas no previstas en el artícu-
lo. En ese contexto debe entenderse que las «consecuen-
cias penales» a las que se refiere este párrafo suelen estar
relacionadas exclusivamente con la responsabilidad pe-
nal individual.

20. En lo que respecta al tema de las contramedidas
colectivas, que plantea también serias dificultades tanto
por su complejidad jurídica como por sus implicaciones
políticas, el derecho a aplicar contramedidas colectiva-
mente o de otra forma debe estar reglamentado de una
manera muy precisa y equilibrada para que permitan que
las mismas cumplan con el objetivo para el que se conci-
ben y que impidan, a la vez, un uso abusivo en perjuicio
principalmente de los países más pequeños. El artículo
50 B, que se funda en el párrafo 3 del artículo 43 aproba-
do en primera lectura, plantea una cuestión delicada. Una
de las preocupaciones que plantea el régimen de las con-
tramedidas, es decir, cuando se trata de la infracción
grave de obligaciones fundamentales, se relaciona con la
atribución demasiado amplia que se acuerda a los Es-
tados para determinar o poder constatar una violación
grave. El Relator Especial ha presentado algunas conclu-
siones en los párrafos 401 y siguientes, basadas en el exa-
men de la práctica existente. Esta práctica, sin embargo,
está más cerca de la política que del derecho para demos-
trar la existencia de ese derecho. Hay otras reacciones
que deben tomarse en cuenta, y se refiere a las de muchos
Estados en la Comisión de Derechos Humanos ante las
acciones colectivas por la violación de derechos humanos
en algunos países. Aunque tales reacciones guardan rela-
ción con el uso de la fuerza, revelan la existencia de cri-
terios muy diferentes de los que enfrenta la Comisión de
Derecho Internacional. Se ha afirmado que tales acciones
están en conflicto con los principios de no injerencia y de
integridad territorial, y que incluso entrañan el abuso de
poder por un país o grupo de países al dar su propia inter-
pretación de los intereses de la comunidad internacional.
A su juicio, asimilar el derecho a pedir la cesación de la
infracción de una obligación al derecho de aplicar contra-
medidas no tiene fundamento, aunque se trate de infrac-
ciones graves, sistemáticas y continuas.

21. Naturalmente es importante buscar una reglamenta-
ción. Entiende que tienen que ofrecerse a los Estados
medios de acción para asegurar el objeto de las obligacio-
nes por medios distintos al uso de la fuerza. Pero ello
debe ser concebido en forma equilibrada y realista, basa-
do en una práctica general, universal y aceptada por
todos. Se requieren precisiones importantes no sólo rela-
cionadas con la naturaleza de la obligación, sino con el
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significado de la gravedad y de su carácter sistemático 
y continuo. Esto facilitaría la justa interpretación de 
esta disposición por parte de los Estados y evitaría su 
uso abusivo.

22. El Sr. ROSENSTOCK dice que, al examinar el
capítulo IV del tercer informe, la Comisión enfrenta
cuestiones sumamente complejas y, sin embargo, tiene
escaso tiempo en el presente período de sesiones para
reflexionar sobre ellas y ponerse de acuerdo. Las pro-
puestas del Relator Especial significan apartarse de ante-
riores entendimientos oficiosos, creando nociones
totalmente nuevas y, sobre todo, legislando lisa y llana-
mente: no codificando o ni siquiera tratando de llevar
adelante la práctica vigente con propuestas de lege feren-
da. Deben evitarse los apresuramientos.

23. En lo que respecta a las cuestiones específicas que
tiene ante sí la Comisión desea reiterar su opinión de que
la idea de «crímenes de los Estados» carece de todo fun-
damento y que, de seguirse con ella, probablemente cau-
saría confusión e impediría el diverso desarrollo de la
responsabilidad penal de los individuos, al que la Co-
misión ha aportado una contribución significativa.
El párrafo 380 del informe es particularmente coherente
a ese respecto. Además, la Comisión ha decidido centrar-
se en las normas secundarias, no inventar nuevas normas
primarias. Cae, y debería caer, fuera de la competencia de
la Comisión el utilizar, como trata de hacerlo el artícu-
lo 51, la noción de una distinción cualitativa entre accio-
nes u omisiones de los Estados que generan la res-
ponsabilidad del Estado. El hacerlo diferiría en poco de
crear nuevas normas. El intento de establecer categorías
de «gravedad» suena a trabajo de alquimista. El párrafo 2
del nuevo artículo 51 hace referencia volublemente a
«indemnizaciones punitivas». Sólo un alquimista podría
lograr tal resultado. En cuanto a la expresión «daños y
perjuicios acordes con la gravedad de la infracción», se
pregunta qué añadiría a la cantidad de responsabilidad
del Estado infractor. Si no agrega nada, ¿para qué moles-
tarse? Y si agrega algo, ello significaría que se estaban
aplicando de nuevo distinciones cualitativas.

24. En lo que respecta al nuevo artículo 51 hay proble-
mas más triviales, algunos de los cuales podrían atenuar-
se, si no salvarse totalmente, por el Comité de Redacción.
Por ejemplo, en el párrafo 1, ¿cuál es la distinción entre
una infracción «grave» y, por inferencia, una violación
«no grave»? Duda de que haya un precedente para tal dis-
tinción. Quizá es lo mismo, por analogía, que «importan-
te» frente a «sin importancia», sólo que ocasionalmente
con consecuencias más peligrosas. Si el objetivo es resti-
tuir al Estado lesionado su situación previa, el orador
cuestiona la necesidad de tal distinción. En cualquier
caso, el término «sistemática» es preferible a «grave», ya
que al menos es cuantitativo y no cualitativo. La palabra
«patente» podría también plantear dificultades. El térmi-
no dice implícitamente que el mal comportamiento abier-
to de un Estado es cualitativamente peor que el mal
comportamiento sutil, con los correspondientes diferen-
tes derechos para otros Estados. Es una invitación a que
los Estados se entreguen a un mal comportamiento clan-
destino. Duda de que fuera ese el propósito de la CIJ en
la decisión del asunto Activités militaires et paramilitai-
res au Nicaragua et contre celui-ci. ¿Un incidente fron-
terizo que conlleve una infracción del párrafo 4 del

Artículo 2 de la Carta de las Naciones Unidas es más o
menos grave o serio que una explosión química por falta
de la debida diligencia, cuando se hubiere podido notifi-
car al Estado fronterizo pero, por dejadez del Estado
infractor, no se hizo? La Comisión podría seguir el con-
sejo del Sr. Galicki y, dando definiciones, aclarar algunas
de las cuestiones. Por otra parte, podría verse cogida en
un proceso de nunca acabar.

25. No le plantean problemas particulares los apartados
a y b del párrafo 3 del nuevo artículo 51 pero le interesa-
ría oír las opiniones de otros miembros sobre el uso del
término «obligación» y de si es siempre apropiado o sólo
algunas veces; y, en este segundo caso, cómo debería
hacerse la distinción. En efecto, un mayor ajuste en lo
que respecta al Estado indirectamente lesionado podría
merecer la pena estudiarlo más a fin de evitar algunos
problemas. No está en absoluto seguro de que el párrafo 4
sea necesario. La referencia a las consecuencias «pena-
les», entretanto, no era ni necesaria ni deseable, aunque
en algunos aspectos podría verse como un guiño a los
enterados, asegurándoles que aún existen distinciones
cualitativas pero estaban en suspenso temporalmente.

26. Sigue estando a favor de la opinión inicial expresa-
da por el Relator Especial de que se extirpe el artículo 19
y no de que se dé un sustituto eufemístico, posiblemente
con una cláusula de excepción. Esto no significa que
haya que eliminar las contramedidas de la parte segunda
y que el papel del Estado indirectamente lesionado no
pueda tratarse más adecuadamente de lo que se hizo en el
proyecto adoptado en primera lectura. Como deja claro el
párrafo 375, todos los Estados tienen interés legítimo en
lograr el cese y en las garantías contra la repetición.

27. La Comisión corre el peligro de dejarse arrastrar.
Los miembros, incluido el Relator Especial, deberían
volver a leer el párrafo 411, con sus palabras cautelares.
El proceso parece haber comenzado con el estableci-
miento de ciertas normas, pero ha llevado a intentos de
crear un nuevo sistema de orden público. El comentario
del Sr. Brownlie ha sido atinado. La declaración del
Sr. Opertti Badan (2652.ª sesión), con su perspectiva
política, ha sido una advertencia. Contenía varios avisos
que, de ser ignorados, comprometerían la totalidad del
proyecto de artículos. Los esfuerzos prematuros de crear
normas relativas a las contramedidas colectivas podrían
perjudicar tanto al proyecto como al desarrollo general de
tales nociones nuevas.

28. Hay razones poderosas para limitar el debate de las
contramedidas a la primera parte, si ello fuera necesario,
para evitar tomar una posición sobre la cuestión.
La segunda parte no trata ninguna de las demás circuns-
tancias que excluyen la ilicitud; en parte, porque ello
difuminaría la línea entre las normas primarias y las nor-
mas secundarias y, en parte, porque la Comisión aceptó
que este proyecto de declaración no era una receta para
salvar al mundo sino una serie de normas jurídicas inter-
conexas, cuya elucidación ayudaría a los Estados a resol-
ver algunos problemas pero no todos. Los problemas
relativos a las obligaciones erga omnes pueden no ser en
sí mismos razón suficiente para suprimir las contramedi-
das en la segunda parte, pero en los debates del Comité
de Redacción probablemente proliferaban otras razones
para hacerlo.
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distinción entre, por una parte, las contramedidas indivi-
duales, ya sean adoptadas por un Estado o un grupo de
Estados, cada uno actuando dentro de su propia compe-
tencia y por medio de sus propios órganos, y, por la 
otra, las medidas colectivas institucionalizadas tomadas
en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones
Unidas.

38. El problema que plantea aceptar tal hipótesis es que
la distinción no es suficientemente clara y parece conlle-
var una coincidencia con otras instituciones existentes,
tales como la legítima defensa colectiva y la seguridad
colectiva, particularmente en el contexto de los pactos
regionales de seguridad colectiva tales como el Tratado
Interamericano de Asistencia Recíproca, el Tratado del
Atlántico Norte y el ya difunto Tratado de Amistad,
Cooperación y Ayuda Mutua (Tratado de Varsovia).

39. En el caso de la legítima defensa colectiva, el inte-
rés vital de varios Estados ha sido violado y esos Estados
ejercerían colectivamente algo que indudablemente era
un derecho individual. En el caso de la seguridad colec-
tiva, el interés vital de un Estado está afectado, y los
demás Estados, en un acto de solidaridad, acuden en su
ayuda. En el caso de las contramedidas colectivas, la
naturaleza de la obligación infringida, en otras palabras,
la definición del interés legítimo del Estado que, sin ser
el Estado directamente lesionado, es un Estado afectado,
puede fácilmente confundirse con la naturaleza del dere-
cho implícito en la legítima defensa colectiva o en la
seguridad colectiva. Por tanto, es indispensable diferen-
ciar claramente los elementos constitutivos de esas cate-
gorías de derechos a fin de circunscribir y limitar el
alcance de las contramedidas colectivas.

40. Por ejemplo, el artículo 50 A, que determina qué
contramedidas pueden adoptarse por un tercer Estado en
beneficio de un Estado lesionado, parece asemejarse
mucho al tipo de medidas adoptadas los últimos 50 años
en el marco de los pactos regionales de seguridad colec-
tiva. Aún más notable es el caso de las contramedidas que
pueden adoptarse en caso de infracción grave de una
obligación para con la comunidad internacional en su
conjunto, como se prevé en el artículo 50 B propuesto.
Una violación de tales obligaciones erga omnes consti-
tuiría un hecho ilícito de tal magnitud que inevitablemen-
te desencadenaría medidas en virtud del Artículo 51 de la
Carta de las Naciones Unidas o un acto de seguridad
colectiva. En esas circunstancias, hay escasísimo margen
para establecer una nueva institución jurídica de «contra-
medidas colectivas».

41. El fundamento y la validez de las contramedidas
colectivas dependen del tipo de derechos afectados y del
tipo de obligaciones establecidas en beneficio del Estado
lesionado y de los Estados que lo ayudan al invocar la
responsabilidad de un Estado. Pero el otro elemento
esencial es el reconocimiento general de que esas medi-
das se aceptan como legítimas y legales por toda la
comunidad de Estados y no sólo por una sección de la
misma. Por consiguiente, es esencial que haya un princi-
pio general en la práctica de los Estados que permita que
el concepto de contramedidas colectivas sea aceptado por
un número considerable de Estados como noción jurídica
que pertenece a un sistema normativo comúnmente reco-

nocido y, por tanto, como una contribución al orden jurí-
dico internacional.

42. Ahora bien, el análisis de la práctica de los Estados
presentado por el Relator Especial no demuestra la exis-
tencia de un grupo de medidas jurídicas aceptadas por
todos los Estados que justifique el establecimiento de las
contramedidas colectivas como nueva institución jurídi-
ca. En primer lugar, los ejemplos aportados son extraor-
dinariamente escasos. Además, los ejemplos hacen re-
ferencia a contramedidas adoptadas por un pequeño
número de Estados, todos ellos naciones industrializadas.
El tercer informe no aporta ejemplo alguno de la toma de
contramedidas colectivas por un grupo de Estados no
industrializados. El propio orador no puede, de forma
improvisada, aportar un ejemplo de invocación o ejerci-
cio de las contramedidas colectivas por Estados latino-
americanos.

43. De los seis casos mencionados por el Relator
Especial, tres están sujetos en cierto modo a los términos
y normas establecidos en el Capítulo VII de la Carta de
las Naciones Unidas. Esto prueba también la dificultad
de establecer una clara demarcación entre la seguridad
colectiva, la legítima defensa colectiva y las contramedi-
das colectivas.

44. Las disposiciones relativas a las consecuencias de
las violaciones graves de obligaciones para con la comu-
nidad internacional en su conjunto, que figuran en el
nuevo artículo 51, presuponen también el establecimien-
to de un sistema de sanciones colectivas de un carácter
esencialmente punitivo, identificable con las medidas de
aplicación previstas en la Carta de las Naciones Unidas.
No parece haber una necesidad imperativa de crear un
sistema paralelo, junto con las normas constitucionales
ya vigentes, y sin un mecanismo institucional organizado
y centralizado establecido, para sustituir a otro que ya ha
demostrado sus ventajas e inconvenientes.

45. Por último, aun aceptando los argumentos del
Relator Especial para desvincular el sistema de contra-
medidas del de solución pacífica de controversias, no es
conveniente suprimir en el proyecto un capítulo que esta-
blece normas para la solución de controversias entre
Estados en la esfera sumamente delicada de la responsa-
bilidad internacional, esfera que indudablemente será una
continua fuente de controversias en los años próximos.

46. El Sr. PELLET dice que, al lanzar un ataque feroz
contra las llamadas «contramedidas colectivas», el
Sr. Sepúlveda y otros están combatiendo molinos de
viento al criticar la institución de las contramedidas
adoptadas colectivamente por los Estados, que no es, sin
embargo, el fenómeno al que trata de dirigirse el Relator
Especial. El Relator Especial, por su parte, está jugando
a aprendiz de brujo al denominar el fenómeno «contra-
medidas colectivas», cuando en realidad no se trata de
eso. La verdadera cuestión es si, cuando se ha cometido
una infracción excepcionalmente grave tal como el geno-
cidio —que afecta a toda la comunidad internacional y
que, por tanto, concierne individualmente a todos los
Estados—, cualquier Estado de la comunidad internacio-
nal está facultado para responder individualmente, aun
cuando no sea directamente lesionado por la infracción.
A su juicio, la respuesta es rotundamente afirmativa. Ello



no significa, sin embargo, que la reacción deba ser nece-
sariamente colectiva y mucho menos que deba conllevar
el uso de la fuerza. Por tanto, coincide plenamente con el
Relator Especial en cuanto al fondo, pero considera que
el uso del término «contramedidas colectivas» es muy
insatisfactorio en ese contexto.

47. El Sr. HE señala que la cuestión de los crímenes de
Estado surgió también en relación con las violaciones de
las obligaciones erga omnes y las violaciones de los inte-
reses colectivos de los Estados. No obstante, cree que el
concepto de crimen de Estado se haya establecido en el
contexto del derecho internacional sobre la responsabili-
dad de los Estados, ya que, a diferencia de lo que sucede
con respecto a la responsabilidad penal individual, no
hay práctica de los Estados ni jurisprudencia internacio-
nal que lo apoye.

48. El tratamiento dado en el artículo 51 de las conse-
cuencias de las infracciones graves de las obligaciones
para con la comunidad internacional en su conjunto se
basa en la clasificación de las obligaciones internaciona-
les formulada en los artículos 40 bis y ter. Ahora bien,
como ha destacado el Sr. Hafner, hay una diferencia sus-
tancial entre las infracciones previstas en el artículo 51 y
los crímenes a que hace referencia el artículo 19. Según
algunos comentaristas, en tanto que los actos que afectan
a los intereses fundamentales de la comunidad interna-
cional han de considerarse hechos ilícitos erga omnes, lo
contrario no es cierto. En consecuencia, los crímenes,
incluso si existen, no están cubiertos por el artículo 51.
Por tanto, las sugerencias hechas por el Sr. Dugard, el
Sr. Economides y el Sr. Pellet cambiarían completamen-
te el alcance del artículo y comprometerían toda la labor.
Dado que el concepto de criminalidad de Estado no está
reconocido por el derecho internacional, parece fútil que
la Comisión se embarque en tan grandiosa empresa.

49. El párrafo 1 del nuevo artículo 51 es aceptable y, en
el párrafo 2, es preferible la variante «el pago de daños y
perjuicios acordes con la gravedad de la violación». En
cuanto al apartado a del párrafo 3, el Sr. Brownlie tenía
toda la razón al referirse a la cuestión de la validez. Por
otra parte, el Sr. Kabatsi, refiriéndose a la palabra «líci-
to», consideró que ninguna situación creada por tal viola-
ción podría considerarse lícita. En consecuencia, sería
pertinente precisar en el comentario que la «realidad» se
ha tenido en cuenta como factor en el no reconocimiento
de la situación.

50. El párrafo 4 es superfluo. Apoya la opinión del
Relator Especial de que convendría dejar margen para la
evolución futura dado el rápido progreso en la esfera de
las obligaciones de la comunidad. Análogamente, es
necesario esperar a la evolución del concepto de «cri-
men». Por tanto, sería mejor tener una cláusula general
sin perjuicio sobre la cuestión en la parte cuarta en vez de
en el artículo 51, que trata solamente de las consecuen-
cias de las violaciones graves de las obligaciones erga
omnes.

51. En la propuesta hecha en la nota del párrafo 413 del
informe debería ciertamente incorporarse, en parte en el
artículo 40 bis y en parte en un artículo separado, como
han propuesto el Sr. Candioti, el Sr. Hafner y el
Sr. Simma, y las palabras «no repetición» deberían inser-

tarse en el artículo 36 ter. Coincide en que los artícu-
los 50 A y 50 B deberían colocarse en el capítulo II de la
segunda parte bis, porque tratan cuestiones de diferente
naturaleza con contenido diferente. Por último, conven-
dría conservar el artículo 37 tal como está redactado en el
párrafo 429, independientemente de que el proyecto
adopte la forma de una declaración o de una convención.

52. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) explica que
la concordancia que acaba de distribuirse a los miembros
ofrece un pronóstico fundado sobre el orden en el que los
artículos se colocarían finalmente en el proyecto que el
Comité de Redacción propondría a la CDI para su adop-
ción y presentación a la Sexta Comisión de la Asamblea
General.

53. A la luz de las observaciones hechas por el Sr.
Economides y otros, supone que el Comité de Redacción
deseará quizá dividir el artículo 51 en dos. Se supone que
la propuesta contenida en la nota del párrafo 413 del
informe aparecería como subsección de un nuevo artícu-
lo 49 junto con el párrafo 2 del artículo 40 bis. El nuevo
artículo trataría de un grupo más amplio de Estados que
tengan un interés legítimo en obligaciones de carácter
colectivo o multilateral.

54. Se ha esforzado por comprender jurídicamente las
variadas propuestas formuladas en relación con el capítu-
lo IV. Las observaciones del Sr. Al-Baharna, el Sr.
Economides y el Sr. Pellet han sido sumamente construc-
tivas y le han impresionado en particular las declaraciones
del Sr. Opertti Badan y el Sr. Tomka, ya que ambos tienen
amplia experiencia de los destinatarios a los que presenta
sus informes la Comisión. Han expresado considerable
escepticismo acerca del margen de progreso en lo que res-
pecta a las cuestiones sustantivas incluidas en el capítulo
IV del informe. La posición del Sr. Tomka es parecida a la
suya propia anteriormente en el 50.º período de sesiones,
a saber, que toda la cuestión del artículo 19 podría tratar-
se en una cláusula de excepción y en efecto es una opinión
abierta a la Sexta Comisión. No obstante, cree que la CDI
debería tender más hacia el compromiso sugerido, no sólo
a fin de obtener las observaciones de la Sexta Comisión,
sino también porque refleja una posición central razona-
ble entre las opiniones sumamente contrapuestas que exis-
ten en el seno de la CDI.

55. Aunque el tema aún no está maduro para un régi-
men detallado de los crímenes propiamente dichos, es
vital expresar la idea básica de que los Estados tienen un
pequeño número de obligaciones para con la comunidad
internacional en su conjunto. Esas obligaciones son, por
definición, graves y su infracción es, por definición,
importante. Pueden darse infracciones triviales de tales
obligaciones pero, en algunos casos, por ejemplo el geno-
cidio y la agresión, la definición de la obligación es tal
que excluye las infracciones triviales. Un intento de
incorporar esa noción en un nuevo artículo 49 relativo a
la invocación de la responsabilidad en interés colectivo
parece recibir la aprobación general.

56. Ha habido un considerable grado de acuerdo res-
pecto de algunas de las demás cuestiones. Aprecia since-
ramente las inquietudes elocuentemente expresadas por
el Sr. Sepúlveda en relación con la cuestión de las contra-
medidas colectivas, aunque el término contramedidas
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